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	HECHOS
	PROBLEMA JURIDICO
	CONSIDERACIONES DE LA CORTE

	Se decide el recurso de casación interpuesto por Asociación Municipal de Pescadores Artesanales de Tumaco, Ampeatum, Asociación de Concheras del Municipio de Francisco Pizarro, Acomfp, y Asociación de Concheras de Nariño, Asconar, respecto de la sentencia de 21 de enero de 2009, proferida por el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pasto, Sala Civil Familia, en el proceso ordinario de las recurrentes contra Ernesto Kaiser Mendoza como agente marítimo de Mesta Shipping Company Limited y Empresa Colombiana de Petróleos, Ecopetrol, al cual se llamó en garantía, a Compañía Aseguradora La Nacional  de  Seguros
S.A., hoy Aseguradora Colseguros S.A., y a la Empresa Estatal de Comercialización y Transporte de Petróleos del Ecuador, Petrocomercial.
	Para imputar Responsabilidad ambiental, ¿sólo basta con demostrar el  daño, la conducta generatriz  del agente y su correspondiente nexo causal?
 O ¿es necesario acreditar algún requisito adicional?
 O ¿cuál es el criterio aplicable, cuándo el hecho generatriz además de quebrantar bienes ambientales, lesiona otros derechos de la esfera jurídica individual de una persona o grupo de personas, ya determinadas, ora determinables?
	RESPONSABILIDAD AMBIENTAL:

El Ambiente como bien Jurídico:

El ambiente representa un bien jurídico inmaterial, unitario, autónomo y diverso de sus distintos segmentos, bienes materiales o intangibles, con reconocimiento y  tutela normativa per se al margen de la lesión de otros derechos e intereses individuales, al tratarse de un valor primario, primigenio, colectivo o supraindividual con dimensión personal, social y pública, concerniente al Estado, la colectividad e individuos que la integran, y cuyo titular genuino, es la colectividad.

El ambiente según la jurisprudencia constitucional se trata de un “bien constitucional que constituye un objetivo de principio dentro del Estado social de derecho (artículos 1º, 2º y 366 superiores), un derecho fundamental por conexidad al estar ligado con la vida y la salud (artículos 11 y 49 superiores), un derecho colectivo (ser social) que compromete a la comunidad (artículo 88 superior) y un deber constitucional en cabeza de todos (artículos 8º, 79, 95 y 333 superiores) … también tiene el carácter de servicio público… forma parte de los derechos colectivos” …cuya vía judicial de protección son las acciones populares (art. 88 superior)…”, y cuya importancia “en la Constitución es de tal magnitud que implica para el Estado “unos deberes calificados de protección…” (Corte Constitucional, Sentencia C-595 de 27 de julio de 2010).

Régimen jurídico Aplicable:
La Corte Suprema de Justicia ha situado la responsabilidad civil por los daños causados con la contaminación ambiental en el régimen jurídico de las actividades peligrosas en virtud del riesgo o peligro consustancial e inherente, las cuales “socialmente útiles y aún necesarias pero también peligrosas”, por lícitas que sean, no autorizan a dañar a los demás, “amparándose en el pretexto de que, a pesar de suponer normalmente un daño colectivo a corto o a largo plazo, es útil o necesaria para el desarrollo industrial del país”, y en donde, dijo basta demostrar el daño y la relación de causalidad para obtener la reparación “del perjuicio sufrido, salvo prueba de fuerza mayor, o caso fortuito o de la culpa exclusiva de la propia víctima”.
En la responsabilidad ambiental, refiérese el daño a la lesión del ambiente y no de otros derechos, bienes, valores e intereses.

Descripción de sus elementos:

· Daño Ambiental: El “daño ambiental” (“daño ecológico”, “daño a la salubridad ambiental”, etc.), estricto sensu, es todo detrimento causado al ambiente, bien público resultante de la conjunción de sus distintos elementos, susceptible de protección autónoma, mesura o proyección patrimonial, y derecho colectivo perteneciente a toda la comunidad, conglomerado o sociedad.
Conformemente, en el ordenamiento jurídico patrio, el daño ambiental concierne a la lesión del ambiente, bien jurídico cuya noción abstracta remítese especialmente a “la atmósfera y los recursos naturales renovables” (artículo 2º, Ley 23 de 1973), “ecosistemas o la renovabilidad de sus recursos y componentes” (artículo 42 de la Ley 99 de 1993), sin perjuicio de los regímenes sectoriales inherentes a cada uno de sus segmentos.

Para la Sala, daño ambiental sólo es el inferido a los bienes ambientales y, por tanto, al ambiente, o sea, a un derecho, colectivo, valor o interés público, cuyo titular exclusivo es la colectividad, y cuya reparación versa sobre éste, sin mirar al interés individual sino al de toda la comunidad, así en forma indirecta afecte a cada uno de sus integrantes.  

Daño Ambiental  y afectación de intereses individuales:

Contrario sensu, cuando el daño ambiental, ocasiona también un daño a intereses singulares, particulares y concretos de un sujeto determinado o determinable, el menoscabo atañe y afecta estos derechos, a su titular y su reparación versa sobre los mismos, o sea, mira al interés particular y no colectivo. En este supuesto, no se trata de daño ambiental, sino del detrimento de otros derechos, es decir, la conducta a más de quebrantar bienes ambientales, lesiona la esfera jurídica individual de una persona o grupo de personas, ya determinadas, ora determinables.

Reparación del Daño (Acción Popular, Acción de Grupo, Acción ordinaria de Responsabilidad Civil):

En el plano del daño ambiental estricto sensu, o más exactamente de los derechos colectivos, las acciones populares constituyen el mecanismo o instrumento idóneo, ex artículo 88 de la Constitución Política. (negrillas fuera de texto)
Existe la acción popular para “evitar el daño contingente (medida de prevención), hacer cesar el peligro, la amenaza, la vulneración o agravio sobre los derechos e intereses colectivos (medida de cesación), o restituir las cosas a su estado anterior cuando fuere posible (medida de restablecimiento)‟ (negrillas fuera de texto)
En relación con otros daños causados como consecuencia de la lesión ambiental a un número plural de  sujetos, determinados o determinables, las acciones de grupo y las ordinarias de responsabilidad civil.(negrillas fuera de texto)
La acción de grupo, es exclusivamente resarcitoria, para “obtener el reconocimiento y pago de indemnización de perjuicios‟ (medida de reparación) causados a un “número plural o conjunto de personas‟, lo que deja ver que ella sólo abarca los derechos pluri-individuales homogéneos, circunstancia que la acerca, indudablemente, a las class actions for damages. … Ello quiere decir que la acción de grupo procede cuando se causen agravios individuales a un conjunto numeroso de sujetos que se encuentran en situaciones homogéneas, agravio que se puede producir por la violación de cualquier derecho, ya sea difuso, colectivo o individual, de carácter contractual, legal o constitucional….
La acción ordinaria de responsabilidad civil tiene por finalidad la reparación del daño directo y personal causado a uno o varios sujetos determinados o determinables, se dirige contra el agente o los varios autores in solidum (artículo 2344, Código Civil), y salvo disposición legal in contrario, exige demostrar a plenitud todos sus elementos constitutivos, conforme a su especie, clase y disciplina normativa.
En este sentido, nada obsta el ejercicio de la acción de responsabilidad civil ordinaria para la reparación del daño inferido a una pluralidad de sujetos, ya en virtud del quebranto directo a su persona, integridad, derechos, bienes, valores e intereses, ora a consecuencia de la lesión al ambiente, desde luego sometida a todas sus exigencias normativas. 

· Nexo Causal

La relación de causalidad entre el daño y la conducta debe demostrarse con elementos probatorios idóneos de conformidad con el marco fáctico de circunstancias y según la apreciación discreta del juzgador, sin admitirse una regla absoluta e inflexible, ni la "falta de certeza científica absoluta" (numeral 6°, artículo 1°, Ley 99 de 1993), representa un escollo insalvable para determinar la causa generatriz del quebranto e incidencia de un evento o comportamiento concreto en la secuencia causal.
· Conducta

La responsabilidad administrativa sancionatoria es subjetiva, excepcionalmente objetiva por norma legal expresa en estrictas condiciones (Corte Constitucional, sentencias C-599 de 1992, C-586 de 1995, C-690 de 1996, C-010 de 2000, C-329 de  2000, C-616 de 2002 y C-595 de 2010), y la civil, en línea de principio, subjetiva, aunque podrá ser objetiva o sin culpa.
En el ámbito administrativo sancionatorio ambiental, "se presume la culpa o el dolo del infractor", que "será sancionado definitivamente si no desvirtúa la presunción de culpa o dolo para lo cual tendrá la carga de la prueba y podrá utilizar todos los medios probatorios legales" (artículo 1º, parágrafo, Ley 1333 de 2009, exequible conforme a la sentencia C-595 de 2010), la responsabilidad ostenta naturaleza subjetiva con presunción de "la culpa o dolo del infractor, quien tendrá a su cargo desvirtuarla" (artículo 5º, parágrafo 1º, ejusdem), podrá también exonerarse acreditando "fuerza mayor o caso fortuito, de conformidad con la definición de los mismos contenida en la Ley 95 de 1890" o el "hecho de un tercero, sabotaje o acto terrorista"(artículo 8º, ibídem, exequible según sentencia C-742 de 15 de septiembre de 2010), y asimismo el procedimiento, puede cesar por muerte de la persona natural investigada, inexistencia del hecho investigado, cuando la conducta no es imputable al presunto infractor o "la actividad esté legalmente amparada y/o autorizada" (artículo 9º, ídem)..., no excluye a la administración del deber de probar la existencia de la infracción ambiental en los términos dispuestos en la ley, ni  tampoco impide que pueda desvirtuarse por el presunto infractor" (Corte Constitucional, Sentencia C-595 de 2010).

Fuentes de la Responsabilidad en materia Administrativa Ambiental
Infracción Ambiental:

La fuente de la responsabilidad Ambiental es la infracción ambiental, es decir, toda acción u omisión violatoria del Código de Recursos Naturales Renovables (Decreto ley 2811 de 1974), la Ley 99 de 1993, la Ley 165 de 1994, demás normas ambientales y actos administrativos de la autoridad ambiental competente.(negrillas fuera de texto)
Daño al medio ambiente:

Del mismo modo, para los efectos exclusivos de la responsabilidad administrativa sancionatoria regulada en la Ley 1333 de 2009, “[s]erá también constitutivo de infracción ambiental la comisión de un daño al medio ambiente, con las mismas condiciones que para configurar la responsabilidad civil extracontractual establece el Código Civil y la legislación complementaria; a saber: el daño, el hecho generador con culpa o dolo y el vínculo causal entre los dos” (artículo 5º).(negrillas fuera de texto)
La administrativa sancionatoria ambiental por mandato legal es subjetiva con dolo o culpa presunta, dimana de la infracción ambiental y da “lugar a una sanción administrativa ambiental, sin perjuicio de la responsabilidad que para terceros pueda generar el hecho en materia civil", cuyo "infractor será responsable ante terceros de la reparación de los daños y perjuicios causados por su acción u omisión” (artículo 5º, Ley 1333 de 2009).
Fuente de la responsabilidad en materia Civil Ambiental:

En cambio, con arreglo al artículo 16 de la Ley 23 de 1973, “[e]l Estado será civilmente responsable por los daños ocasionados al hombre o a los recursos naturales de propiedad privada como consecuencia de acciones que generen contaminación o detrimento del medio ambiente. Los particulares  lo serán por las mismas razones y por el daño o uso inadecuado de los recursos naturales de propiedad del Estado” (Subrayas ajenas al texto).

La mencionada disposición, a no dudarlo, contiene el fundamento normativo singular, concreto o específico de la responsabilidad civil ambiental en cuanto norma jurídica posterior, especial y de preferente aplicación a la disciplina general consagrada a propósito en el Código Civil, y también a otras disposiciones legales ulteriores sobre materias diferentes, verbi gratia, la Ley 1333 de 2009.

En efecto, el artículo 16 de la Ley 23 de 1973, al regular en forma precisa y particular el fundamento legal de la responsabilidad civil ambiental, tiene preeminencia y especialidad respecto del Código Civil y de otras leyes, como la Ley 1333 de 2009 relativa a la responsabilidad administrativa sancionatoria ambiental generada por la comisión de infracciones de esta naturaleza y a las sanciones imponibles en su virtud.

Exactamente, en el ordenamiento jurídico colombiano, según disciplina con nítida precisión y claridad el citado precepto legal, los particulares son civilmente responsables por los daños ocasionados al hombre o a los recursos naturales de propiedad privada a consecuencia de acciones que generen contaminación o detrimento del medio ambiente, y por el daño o uso inadecuado de los recursos naturales de propiedad del Estado. Basta por tanto una cualquiera de estas conductas, el daño y la relación de causalidad para el surgimiento de la responsabilidad civil. (negrillas fuera de texto)
· Responsabilidad Civil Ambiental en materia de Hidrocarburos:
La responsabilidad civil por los daños causados con derrame de hidrocarburos bajo el otrora Convenio de Bruselas de 1969, o el actualmente vigente Protocolo de 1992, es sin culpa, siquiera presunta, pues para su surgimiento, basta el daño y la relación de causalidad.

Forzoso es concluir que, los únicos presupuestos o elementos estructurales de esta especie de responsabilidad, son el daño y la relación de causalidad, cuya carga probatoria incumbe a la víctima, quien cuando reclama la reparación de su propio quebranto, debe acreditar a más del daño ambiental estricto sensu, el de sus derechos particulares e individuales, y el nexo causal.
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